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Don Francisco  Castro Morales,  titular  del  DNI XXXXX, Secretario General  de la Federación Ben 
Magec-Ecologistas en Acción, con CIF V-35308873, y domicilio en Avda. Trinidad, Polígono Padre 
Anchieta,  Bloque  15,  CP  38520,  La  Laguna,  teléfono  922315475,  y  correo  electrónico 
francastro@benmagec.org, presenta en tiempo y forma, las siguientes ALEGACIONES

al documento de Avance del Plan Territorial Especial de Ordenación de Infraestructuras del Tren 
del Sur, actualmente en exposición pública.

SOBRE LA CARENCIA DE LA PRECEPTIVA EVALUACIÓN AMBIENTAL ESTRATÉGICA

La Ley 9/2006, de 28 de abril,  sobre evaluación de los efectos de determinados planes y programas en el  
medio ambiente, de aplicación al PTEO del Tren del Sur según reitera por segunda vez el Tribunal Superior de  
Justicia de Canarias en su sentencia de 28 de febrero de 2011, impone la Evaluación Ambiental Estratégica  
como “instrumento de prevención que permita integrar los aspectos ambientales en la toma de decisiones de 
planes y programas públicos”. Según el Tribunal Superior de Justicia de Canarias en su sentencia relativa a  
dicho Plan, “es patente que la Ley 9/2006, de 28 de abril, resultaba aplicable”.

Según  los  Profesores  Lozano  Cutanda,  B,  y  Alli  Turrillas,  J.C,  en  referencia  a  la  Evaluación  Ambiental 
Estratégica  “esta  técnica  preventiva  de  protección  ambiental  se  configura  básicamente  como  un 
procedimiento de evaluación de planes y programas de carácter anticipado e independiente de la evaluación 
de impacto ambiental de proyectos”. Esta afirmación se recoge en la Disposición Adicional Tercera de la Ley,  
donde se establece que “la evaluación ambiental realizada conforme a esta Ley no excluirá la aplicación de la 
legislación  sobre evaluación  del  impacto  ambiental  de proyectos.  La  evaluación  ambiental  que se  haya 
hecho a un plan o programa se tendrá en cuenta en la evaluación de impacto ambiental de los proyectos que  
lo desarrollen”. 

Es  significativa  y  remarcable  la  diferenciación  clara  que  establece  la  Ley  entre  los  conceptos  PLAN y 
PROYECTO.

La  propia  Ley  9/2006,  aplicable  al  plan  expuesto  define  como  “PLANES  Y  PROGRAMAS:  el  conjunto  de  
estrategias,  directrices  y  propuestas  que  prevé  una  Administración  pública  para  satisfacer  necesidades  
sociales, no ejecutables directamente, sino a través de su desarrollo por medio de un conjunto de proyectos”.

Según la Real Academia de la Lengua Española, entre otras acepciones no aplicables a este caso concreto, se  
define como PROYECTO el “conjunto de escritos, cálculos y dibujos que se hacen para dar idea de cómo ha de 
ser y lo que ha de costar una obra de arquitectura o de ingeniería”.

Por  lo  tanto,  es  fácilmente  deducible  que  el  contenido  del  Plan  Territorial  Especial  de  Ordenación  de  
Infraestructuras del Tren del Sur actualmente expuesto, difiere absolutamente de lo que, legalmente, debería  
ser considerado un PLAN, en cuyo contenido debería establecerse la estrategia global definida con objeto de 
mejorar las condiciones de accesibilidad, atendiendo a múltiples criterios, y respetando siempre la máxima  
(contenida en las Directrices, y recogida incluso en el propio estudio expuesto) de “desarrollar las alternativas 
que generen un menor impacto ambiental y supongan un menor consumo de los recursos, incluido el suelo y  
los materiales. En particular, analizarán la viabilidad de las nuevas infraestructuras, en contraposición a las  
alternativas de mejora de la eficiencia de infraestructuras existentes”.
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Del mismo modo, y a pesar de que la Administración pueda defender su equiparación, el Estudio Ambiental  
expuesto  no  constituye  la  preceptiva  Evaluación  Ambiental  Estratégica  que  ha  exigido  por  dos  veces  el  
Tribunal Superior de Justicia de Canarias,  ya que no se hace en función de un plan, sino de un proyecto  
concreto.  Lo que aquí se expone es un Estudio de Impacto Ambiental,  que como se ha reiterado, es un 
estudio independiente a la Evaluación Ambiental Estratégica (disposición adicional tercera de la Ley 9/2006,  
de 28 de abril), complementario y por supuesto, preceptivo cuando la primera sea positiva, y se decida que es  
conveniente continuar el procedimiento y ejecutar el Plan.

El procedimiento de evaluación ambiental de los planes constituye un procedimiento cualificado que 
se caracteriza por la inclusión de determinados trámites y documentos de contenido ambiental dentro del  
procedimiento de elaboración y aprobación del planeamiento, tal como establece el art. 7 de la Ley  9/2006.  
En concreto, cabe destacar: la elaboración de un “informe de sostenibilidad ambiental” que, entre otras 
cuestiones, valore la alternativa cero (arts. 8 y 9); el sometimiento a “consulta pública” (arts. 10 y 11); y la 
redacción de una “memoria ambiental” (art. 12).

Por  consiguiente,  al  no  aplicarse  el  obligado  procedimiento  de  Evaluación  Ambiental  Estratégica 
regulado en la Ley 9/2006, el Acuerdo de aprobación definitiva adoptado por el Cabildo Insular de Tenerife y,  
por lo tanto, el propio  PTEO-ITS,  que se impugna, nuevamente incurrirá en un supuesto de  NULIDAD DE 
PLENO DERECHO.

SOBRE LA NECESIDAD DE ELABORAR UN PLAN DE MOVILIDAD

Por todo lo expuesto, se deduce que, a pesar del nombre otorgado al documento objeto de las presentes  
alegaciones, el mismo se trata de un PROYECTO para la ejecución de una obra concreta.

La Ley de Directrices establece que “La planificación de los servicios de transportes terrestres de cada isla  
tomará la  forma de un  Plan Territorial  Especial,  conforme y de acuerdo con la  Directriz  de  Ordenación 
sectorial correspondiente y con las determinaciones del Plan Insular de Ordenación, debiendo prestar una 
atención especial a las acciones propias del transporte colectivo de bienes y personas.”

El Plan actualmente expuesto da por supuesta y por aceptada la opción de ejecutar un Tren desde Santa Cruz  
hasta Adeje, centrándose en los aspectos técnicos de su ejecución, sin considerar ninguna otra alternativa que  
no implique la construcción de la red ferroviaria. Las razones de este extraño proceder habría que buscarlas, 
probablemente, en que ningún parámetro económico ni ningún factor ambiental conducirían a considerar el 
modo ferroviario ventajoso frente al aprovechamiento de los recursos (red viaria y sistema de transportes) 
existentes en la isla. 

Por tanto, la opción ferroviaria es una decisión  puramente política, nunca avalada por un rigor técnico, pese 
a  que  pudieran  existir  otras  posibilidades  con  mayores  beneficios  sociales,  territoriales  e,  incluso, 
económicos. 

 Se trata, más que de un PLAN, de un PROYECTO CONCRETO, dando por buena la existencia de un Plan que 
debería preceder al proyecto, y que sin embargo no existe. 

En el caso de que la Administración promotora quiera remitirse en su defensa a algún plan previo,  cabe  
recordar que el Plan de Infraestructuras de Transportes de Tenerife, aún no aprobado, se remite a los Planes 
ahora en exposición pública (entre ellos el del Tren del Sur es el objeto de esta alegación), para regular los 
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trenes, cerrando así un bucle de difícil asimilación lógica, máxime cuando reiteramos que lo expuesto no es un  
PLAN, pues no considera la movilidad como objeto de estudio, sino que el objeto se limita a la implantación  
de una infraestructura concreta, con lo que, reiteramos, se convierte en un PROYECTO, vulnerando así la 
norma básica que exige que cualquier proyecto de transporte de recoja dentro del planeamiento sectorial  y  
territorial  (Ley Ley 19/2003, 14 abril,  por la que se aprueban las Directrices de Ordenación General y las  
Directrices de Ordenación del Turismo de Canarias).

Por todo esto, el Plan expuesto adolece de dos grandes carencias:

a) Se trata de un proyecto que carece de un plan previo.
b) No  se  ha  elaborado  la  Evaluación  Ambiental  Estratégica  que  el  Tribunal  Superior  de  Justicia  de 

Canarias ha exigido en dos ocasiones, y por la que en esas dos ocasiones se han anulado planes ya  
aprobados.

Esta Federación advierte que, de no tenerse en cuenta esta alegación, la Administración competente –en este  
caso,  el  Cabildo  Insular  de Tenerife-,  estaría  comprometiendo  una vez  más  una importante  cuantía  de 
fondos públicos en caso de que el Tribunal anulara por tercera vez el Plan por el mismo motivo, a sumar a 
las que ya se han comprometido al adjudicar obras relacionadas con el Plan (actuación ilegal que se encuentra  
en trámite judicial), sin dar oportunidad a evaluar objetivamente su idoneidad, y señalando con ello la poca 
consideración que se tiene a las aportaciones que la ciudadanía quiera o se vea en la obligación de hacer.

Cabe destacar  por  último que,  según la  Ley  9/2006,  de 28 de abril,  “los  fundamentos que informan tal  
directiva [refiriéndose a la mencionada 2000/42/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de junio de  
2001, relativa a la evaluación de los efectos de determinados planes y programas en el medio ambiente] son  
el  principio de cautela y la necesidad de protección del medio ambiente a través de la integración de esta  
componente en las políticas y actividades sectoriales […] Por último, uno de los objetivos principales de esta  
directiva, y así se recoge en esta Ley, es el fomento de la transparencia y la participación ciudadana a través 
del acceso en plazos adecuados a una información exhaustiva y fidedigna del proceso planificador”. 

SOBRE LA FALTA DE INFORME AMBIENTAL DE COMPATIBILIDAD DE ENP AFECTADOS

Por otra parte, el presente documento carece de un completo Informe Ambiental de Compatibilidad de 
Espacios  Naturales  Protegidos  afectados  por  el  Plan  Territorial  Especial,  que  ha  de  ser  emitido  por  la 
Consejería de Medio Ambiente y Ordenación Territorial.

Por el contrario, existe el informe de Ben Magec-Ecologistas en Acción, de julio de 2007, el cual comunica la  
existencia  de  CINCO  MONUMENTOS  NATURALES integrados  en  la  Red  Canaria  de  Espacios  Naturales 
Protegidos,  que se  verían afectados por  el  Tren del  Sur:  Monumento Natural  del  Barranco de Fasnia  y 
Güímar,  Monumento  Natural  de  la  Montaña  Centinela,  Monumento  Natural  de  los  Derriscaderos,  
Monumento Natural  de las Montañas de Ifara y Los Riscos y el Monumento Natural  de la Montaña de 
Guaza.  Dicho  informe  habla  de  afecciones  ambientales  importantes;  y  que  referido  únicamente  a  la 
Vegetación y Fauna, describe las siguientes:

- Destrucción de vegetación de interés y de poblaciones de especies protegidas o amenazadas.
- Degradación de las comunidades vegetales de interés por pérdida de productividad y calidad.
- Destrucción de hábitats de interés y puntos de nidificación, cría, campeo, etc.
- Daños directos a las especies (atropellos, destrucción de nidos, etc.).
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- Efecto barrera para la dispersión y movimientos locales.

Especialmente protegido está el Monumento Natural Montaña de Guaza, que es la zona en que se  
produce la mayor afección ambiental. Y esto lo recoge el propio Estudio de Impacto Ambiental aportado en el  
Expediente de 2009, en el cual se afirma que  “la presencia del enclave protegido de  Montaña de Guaza,  
atravesado transversalmente por un túnel de 2.770 metros, representa  un impacto ambiental  severo que  
obliga  a  desarrollar  un  plan  específico  muy detallado de  medidas  correctoras  que minimicen los  efectos  
derivados de las obras”.

Por  lo expuesto,  se  SOLICITA se  tengan por  presentadas  estas  alegaciones,  y  SEA RETIRADO EL 
PROYECTO HASTA QUE SE EJECUTE UN PLAN DE MOVILIDAD, CON CARÁCTER INTEGRADOR Y QUE 
CONTEMPLE OBJETIVAMENTE LAS VENTAJAS E INCONVENIENTES DERIVADAS DE LOS DIFERENTES 
MODELOS DE MOVILIDAD, CONTEMPLANDO LA ALTERNATIVA CERO (ES DECIR, LA MEJORA DE LAS 
INFRAESTRUCTURAS  Y  SERVICIOS  EXISTENTES).  ESTE  PLAN  DEBERÁ  SER  SOMETIDO  A  UN 
COMPLETO  TRÁMITE  DE  PARTICIPACIÓN  CIUDADANA  Y  A  UNA  EVALUACIÓN  AMBIENTAL 
ESTRATÉGICA, TAL Y COMO EXIGE LA LEY Y LAS REITERADAS SENTENCIAS DEL TRIBUNAL SUPERIOR 
DE JUSTICIA DE CANARIAS.

En La Laguna, a 6 de Junio de 2011

Firmado: 
Francisco Castro Morales

Ben Magec-Ecologistas en Acción


